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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 1 de noviembre de 2006, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Kogan, Genoud, de Lázzari, Roncoroni, Soria, Hitters, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa L. 84.713, "Garay Alarcón, Daniel A. contra Microómnibus Sur S.A.C. y otros. Accidente de trabajo".

A N T E C E D E N T E S


El Tribunal del Trabajo nº 5 de Lomas de Zamora hizo lugar a la defensa de prescripción opuesta por la accionada y rechazó la demanda deducida, con costas a la parte actora.


Esta dedujo recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.


Dictada la providencia de autos y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N


A la cuestión planteada, la señora Jueza doctora Kogan dijo:


I. En lo que interesa para la resolución de la presente litis, el tribunal de trabajo interviniente acogió la defensa de prescripción incoada por "Microómnibus Sur S.A.C." y, consecuentemente, rechazó la demanda contra ella dirigida por Daniel Alejandro Garay Alarcón, por la cual perseguía, con fundamento en los arts. 1109 y 1113 del Código Civil, la reparación integral de los daños que se habrían derivado del accidente de trabajo que alegó haber padecido el día 31-V-1996 mientras prestaba tareas bajo dependencia de la demandada (v. sent. fs. 113/115).


Arribó a tal decisión, por entender que a la fecha en que se interpuso la demanda ‑5-V-1999‑ la acción se encontraba prescripta. Ello así, aclaró, pues en su escrito de inicio el accionante mencionó como fecha del accidente el 31-V-1996 y resultó acreditado ‑con las constancias del expediente administrativo‑ que el mismo denunció su acaecimiento ante el Ministerio de Trabajo el día 21-VIII-1996, razón por la cual, aún teniendo en cuenta el mayor "plazo de gracia" previsto en el art. 12 de la ley 24.028 ‑6 meses‑ el término bienal de prescripción debía comenzar a computarse a partir del 21-II-1997, lo que demuestra que la acción prescribió el día 21-II-1999.


II. Contra el pronunciamiento dictado por el tribunal de origen la parte actora interpuso recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley en el que denuncia errónea aplicación de los arts. 1113, 3986 y 4037 del Código Civil; 12 de la ley 24.028 y de la doctrina legal que cita (v. fs. 122/126).


Señala que la resolución atacada resulta desacertada desde cualquier enfoque que se pretenda realizar.


Afirma, en primer lugar, que si se encuadra la pretensión, como corresponde y tal como se planteó en la demanda, en el sistema general de responsabilidad civil, el sentenciante aplicó erróneamente los arts. 3986 y 4037 del Código Civil, pues, de conformidad con la doctrina legal de esta Suprema Corte, el reclamo administrativo debió haber sido asimilado a la interpelación a la que hace referencia el segundo párrafo de la primera de las normas citadas, resultando, por tanto, un medio apto para suspender el cómputo de la prescripción por el plazo de un año. En virtud de ello, añade, el cómputo del plazo prescriptivo comenzó a correr el día 22-VIII-1997, razón por la cual, a la fecha de interposición de la demanda, no se encontraba fenecido.


En segundo lugar, manifiesta que si, como entendió el tribunal, la cuestión se encuadraba en el marco de la ley 24.028, la solución resulta igualmente desacertada, pues el art. 12 de dicho cuerpo legal establece que las acciones emergentes del mismo prescriben en el plazo de dos años a contar de la fecha de consolidación del daño y, en su defecto, en idéntico plazo a contar desde la fecha de cese de la relación laboral. Consecuentemente, agrega, teniendo en cuenta que en la especie no se determinó el momento de consolidación del daño, se torna operativo lo establecido en el inc. "e" del citado art. 12 de la ley 24.028 ‑cómputo a partir del cese de la relación laboral‑, lo que demuestra que la acción no se hallaba prescripta, pues el actor fue despedido el 30-I-1999 y la demanda se interpuso el 5-V-1999.


III. El recurso es procedente.


1. El señor Garay Alarcón reclamó, con sustento en diversas normas del Código Civil, la reparación integral de los daños que alegó padecer como consecuencia del accidente de trabajo que invocó haber sufrido el día 31-V-1996.


2. La demandada interpuso excepción de prescripción (fs. 51 vta.) y negó pormenorizadamente la existencia del accidente denunciado y las características de tiempo y lugar en cuyo contexto, según el relato del actor, aquél se habría producido (ver réplica, fs. 65/67). La aseguradora citada en garantía, a su turno, adhirió sin reservas al responde de la accionada (fs. 81/82 vta.).


3. Al contestar el llamado "segundo traslado" (art. 29, ley 11.653), el actor rechazó expresamente la procedencia de la referida defensa, señalando detalladamente cuáles eran las razones que, a su entender, ameritaban su desestimación (v. fs. 85/86).


4. Habiendo quedado trabada la litis de esa manera, el tribunal de grado, con carácter previo y antes de disponer la apertura a prueba de las actuaciones, declaró la inconstitucionalidad del art. 39 de la ley 24.557, resolviendo que no correspondía abordar el tratamiento de la constitucionalidad del resto de los preceptos del mismo cuerpo legal que habían sido impugnados en la demanda (fs. 97/99).


Posteriormente, siempre antes de la apertura a prueba, el a quo resolvió pasar los autos al acuerdo a fin de resolver como previa la excepción de prescripción incoada por las legitimadas pasivas (fs. 112).


En ese trance, tal como se reseñó en el relato de antecedentes efectuado en el ap. I de este voto, el sentenciante acogió la defensa referida, con fundamento en lo establecido en los arts. 31 de la ley 11.653, 3986 del Código Civil y, fundamentalmente, en el art. 12 de la ley 24.028 (sent. fs. 113 vta./114).


5. Independientemente de cual pudiera ser el grado de acierto sustancial de la decisión sobre el cómputo del plazo de prescripción, entiendo que la sentencia debe ser revocada, pues se advierte sin hesitación que, para arribar a la decisión objetada, el tribunal del trabajo debió haber ingresado en el análisis y evaluación de las circunstancias fácticas del caso, que claramente extralimitaban la cuestión que se propuso plantear y resolver de manera previa, quebrantando de esa manera el art. 31 de la ley 11.653.


a. El citado precepto es claro al disponer que si se opone la excepción de prescripción y la misma puede ser resuelta como de puro derecho, debe procederse de conformidad a las pautas establecidas en el art. 32; de lo contrario, la prueba debe producirse junto con la de las restantes cuestiones de fondo y resolverse en la sentencia definitiva.


Es decir entonces que la norma sólo permite el tratamiento previo de la excepción de prescripción en el supuesto de tratarse de una cuestión de puro derecho ‑v.gr. determinar el plazo que resulta de aplicación de conformidad a la naturaleza contractual o extracontractual de la responsabilidad que se atribuye a la demandada‑ mas, cuando es preciso ingresar en el análisis de las circunstancias fácticas, controvertidas ‑por ej.. establecer el punto de partida del cómputo, análisis del escrito de demanda que se tomó como inicio del mismo, evaluación de la aptitud interruptiva de la actuación administrativa y de las circunstancias invocadas como configurativas de un supuesto de dispensa de la prescripción, etc.‑ el tratamiento debe diferirse, juntamente con el resto de las cuestiones de hecho que deben ser fijadas en el veredicto (art. 47, 1er. párrafo, ley 11.653), para el momento de dictarse la sentencia definitiva.


El principio general referido a la oportunidad para resolver la excepción de prescripción es que debe ser considerada en la sentencia definitiva si para resolverla no basta con definir el encuadramiento jurídico del caso o realizar el simple cómputo del plazo transcurrido desde el hecho generador, sino que hay que decidir una cuestión que constituye el punto litigioso fundamental del juicio para fijar ‑y precisar‑ la localización temporal de ese mismo hecho, resolución ésta que debe emitirse, por lo tanto, en el pronunciamiento final.


En este sentido, tiene dicho esta Corte que no corresponde resolver la excepción de prescripción como de puro derecho cuando median hechos controvertidos de suficiente entidad, que requieren verificar en la etapa de prueba si existió dispensa de la prescripción (conf. causa L. 74.010, sent. del 5‑XII‑2001) o como ocurre en el caso, cuando es preciso determinar el momento a partir del cual debe iniciarse el cómputo del plazo respectivo, con apoyo en los elementos probatorios que surgen de la causa.


b. En el supuesto bajo examen, resulta a todas luces evidente que la cuestión de que se trata no reviste la calidad "de puro derecho", no sólo porque el a quo así no la declaró, como debió haberlo hecho si entendía que la cuestión litigiosa revestía, efectivamente, tal entidad (art. 31 último párrafo, ley 11.653, "... si pudiere resolverse como de puro derecho, así se procederá con arreglo a lo dispuesto en el art. 32..."), sino ‑y fundamentalmente‑ porque en la especie se hallaba netamente controvertida la existencia de los presupuestos de hecho cuya acreditación resultaba indispensable para determinar la eventual procedencia de la defensa impetrada.


Es más, en el presente caso no sólo estaba discutida la existencia de los presupuestos fácticos necesarios para definir la procedencia o no de la defensa de prescripción (fecha de inicio del cómputo, inacción del acreedor durante el tiempo legalmente establecido, existencia o no de antecedentes, con aptitud interruptiva o suspensiva del plazo, circunstancias que ameriten su dispensa, etc.), sino que además, se hallaba controvertida hasta la existencia misma del supuesto hecho generador del crédito reclamado (el accidente de trabajo invocado), todo lo cual revela inaceptable la premura con la cual el tribunal resolvió la cuestión.


En definitiva, el tribunal decidió, erróneamente, tomar como punto de inicio para calcular el comienzo del plazo del cómputo de prescripción y sus interrupciones la fecha en que el actor denunció que se produjo un hecho cuya existencia ni siquiera se verificó y cuya determinación resultaba fundamental, además, para determinar el régimen legal aplicable. Ello se demuestra si se observa la contradicción en que incurrió el sentenciante, que si bien primero pareció entender que resultaba aplicable la ley 24.557 (así lo determinó implícitamente al declarar la inconstitucionalidad del art. 39 del citado cuerpo legal), luego computó el plazo de prescripción en base a las normas de la ley 24.028. 


c. Preciso es concluir, por lo tanto, que para llegar a la decisión impugnada ante esta instancia, el tribunal de grado ha obrado extramuros, trasponiendo indebidamente la valla impuesta por el art. 31 de la ley 11.653, al proponer y resolver de manera previa el tratamiento de la excepción de prescripción, pese a que la cuestión a decidir excedía el encuadramiento jurídico ‑además, controvertido, según lo puse de relieve en el punto anterior‑ del caso para ingresar ‑inequívocamente‑ en el análisis de típicas circunstancias fácticas sujetas a debate y comprobación y cuyo tratamiento debía abordarse ‑por imperativo legal‑ en la etapa decisiva de clausura del pleito.


IV. Por lo expuesto, corresponde hacer lugar al recurso deducido y revocar el pronunciamiento que declaró prescripta la acción en una etapa procesal impropia. Los autos serán devueltos al tribunal de origen para que, nuevamente integrado con jueces hábiles, prosiga las actuaciones según su estado y oportunamente dicte el pronunciamiento que corresponda. Con costas de ambas instancias por su orden (art. 19, ley 11.653).


Voto por la afirmativa.


El señor Juez doctor Genoud, por los mismos fundamentos de la señora Jueza doctora Kogan, votó también por la afirmativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:


Coincido con el sentido del voto propiciado por la doctora Kogan y adhiero al mismo, permitiéndome las siguientes precisiones.


Ya en la primera causa que tramitara entre las partes (iniciada el 4‑IV‑1999), la demandada opuso, además de la excepción de prescripción liberatoria, una serie de defensas a partir de sus negativas respecto de la ocurrencia de los hechos afirmados al iniciarse el juicio. Tal actitud se repite al contestar esta nueva y similar demanda (promovida el 29‑XI‑2000), quedando ‑de esta manera‑ controvertidos hechos fundamentales y determinantes para los intereses de las partes: la fecha de la ocurrencia del hecho, las circunstancias que lo rodearon, la denuncia y trámite ante la autoridad administrativa y ‑especialmente‑ el momento de consolidación y toma de conocimiento del daño que es el punto a partir del cual comienza el curso de la prescripción (actio non nascitur, non praescriunitur). De allí que el solo elemento de la fecha de presentación de la denuncia ante el Ministerio de Trabajo de Almirante Brown (utilizada como prueba de la pertinencia de sus argumentos por parte del a quo) no resulta relevante, debiendo esperarse que sean acreditadas por las partes las circunstancias que han alegado como conducentes.


Por ello, y según lo adelantado, estoy de acuerdo en que la decisión ha resultado prematura, adhiriendo al voto de la doctora Kogan, y pronunciándome por la afirmativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Roncoroni dijo:


He de disentir con los distinguidos colegas que me preceden en orden de votación, desde que en mi parecer no ha existido ni violación al derecho de defensa ni al debido proceso que autoricen casar el decisorio de grado que acogió la prescripción liberatoria opuesta y posponer su tratamiento para la etapa procesal de sentencia. Veamos.


1. Las presentes actuaciones se incoan con fecha 29 de noviembre de 2000, con la pretensión actora de resarcimiento integral, basado en las normas del derecho civil, por las secuelas incapacitantes que le acarreara el accidente de trabajo que denuncia ocurrido el día 31 de mayo de 1996 en el que habría sido embestido por un microómnibus.


El accidente de marras dio lugar a la denuncia ante la delegación del Ministerio de Trabajo de la localidad de Almirante Brown con fecha 21 de agosto de 1996, cuyas actuaciones fueron agregadas a los presentes sin acumular, conforme surge de la constancia de fs. 112.


A su vez, con fecha 4 de mayo de 1999, se incoaron actuaciones en sede jurisdiccional (corren agregadas por cuerda floja) que concluyeron al declararse incompetente el tribunal de grado en virtud de lo preceptuado en la disposición adicional 5ª de la ley 24.557 [L.R.T.], que atrapa para el sistema de riesgos de trabajo las contingencias anteriores a su vigencia que fueran puestas en conocimiento del empleador con posterioridad a la misma, no obstante haber declarado antes aplicable la anterior ley 24.028 (ver fs. 227/228 y 155/160 expediente acumulado por cuerda).


Por último es dable señalar que en los presentes se declaró la inconstitucionalidad del art. 39.1 de la Ley de Riesgos del Trabajo (fs. 99), cuestión que llega firme a esta instancia revisora extraordinaria, encontrándonos pues frente a una acción por responsabilidad civil del empleador.


2. El Código Civil en su art. 3962 establece que la prescripción liberatoria debe ser opuesta al contestar la demanda o en la primera presentación en juicio, a su turno el art. 29 de la ley adjetiva 11.653 preceptúa que se debe articular la prescripción, con todas las defensas y excepciones, al contestar la demanda.


En lo que interesa esta última norma en su art. 31 in fine regla que si se opusiere la prescripción y pudiere resolverse como de puro derecho así se procederá, con arreglo a los dispuesto en el art. 32.


En el sub litis la única prueba (ver fs. 50, adhesión de fs. 81 vta./82 y 85/86 vta.) era el expediente 22245‑11277/96 pasado ante la autoridad administrativa laboral, la que fue agregada a pedido del tribunal (fs. 105, 110 y 112) y la acción agregada por cuerda, de lo que surge que no era necesario esperar hasta la audiencia de vista de la causa para la resolución de la prescripción opuesta, la que por lo demás, en su caso, debía resolverse como de previo pronunciamiento atento que su acogimiento excluye el tratamiento de las restantes cuestiones.


En virtud de ello disiento con la solución propuesta en el primer voto, en cuanto encuentro que no es dable casar el decisorio de grado por encontrarlo prematuro, atento que la producción de la prueba pendiente para la etapa oral nada agregará a la cuestión en debate, relativa a las condiciones de la acción, lo que nos haría caer en un exceso ritual manifiesto su rescisión, si no existe otro agravio de las partes, que no sea la forma que se resolvió.


3. Adentrándonos en el fondo de la cuestión tenemos que entre la ocurrencia de la contingencia (hecho súbito y violento que le habría producido la quebradura de ambas muñecas) y el inicio de la primera acción transcurrieron más de dos años (arts. 257, L.C.T. y 4037 del C.C.), ya que el primero habría ocurrido el 31-V-1996 (esa fecha se computa como de inicio del plazo para oponer la prescripción) y la acción se incoó el 4-V-1998 (ver cargo fs. 89 vta. expediente agregado sin acumular).


Sin perder de vista que: "El principio general en la materia es que la prescripción no corre contra los derechos o acciones que aún no han tenido nacimiento: actioni non natur non praescribuntur" (S.C.B.A. Ac. 55.405, sent. del 6‑IX‑1994).


Y que: "Dado que lo que se indemniza no es el accidente en sí, sino la incapacidad que produce, cuando ésta queda plenamente configurada con posterioridad al infortunio el crédito se hace exigible cuando el trabajador adquiere noción cabal de su minusvalía y de esa fecha debe computarse el plazo de prescripción ‑arts. 257 de la L.C.T. y 4027 del Código Civil‑ (S.C.B.A. "Cáceres", sent. del 14‑X‑1986; D.J.B.A. 132‑254).


Tenemos que aún confundiendo la fecha de la toma de conciencia del trabajador de la secuela incapacitante con la fecha de ocurrencia del siniestro, es doctrina de este Tribunal que: "El reclamo de créditos laborales ante la autoridad administrativa ‑notificado a la empresa demandada‑ además de efectos propios interruptivos del curso de la prescripción‑ constituye una auténtica interpelación en los términos del artículo 3986, párrafo 2º del Código Civil aplicable por remisión que hace el art. 257 de la Ley de Contrato de Trabajo, y en consecuencia tiene efectos suspensivos del cómputo del plazo prescriptivo por el término de un año" (S.C.B.A. L 52.725, "Batalla", sent. del 23‑XI‑1993, D.J.B.A., 146‑363 ‑ L. 80.648, "Cocco", sent. del 27‑IV‑2004).


Desde esa doctrina legal aplicable y tomando en cuenta que el reclamo administrativo se inició con fecha 21-VIII-1996, se debe tener por interrumpido el plazo corrido anteriormente y suspendido ‑si como en el caso‑ ha sido notificada la demandada, lo que surge de la participación de su médico y el de la citada en garantía en la Junta Médica) de lo cual se desprende que al interponerse la primer demanda el 4-V-1999 no habían transcurrido los dos años que hicieran viable la prescripción opuesta y no tratada en aquellos autos por haberse declarado incompetente el mismo tribunal que entiende en los presentes.


Esa acción tuvo a su vez por efecto interrumpir dicho plazo, aunque fuera interpuesta ante tribunal incompetente, por lo que al incoarse las presentes el 29 de noviembre de 2000, tampoco había transcurrido el plazo liberatorio invocado.


4. Por lo expuesto corresponde acoger el recurso traído y en su consecuencia revocar el decisorio impugnado, rechazando la excepción de prescripción liberatoria opuesta.


Con el alcance indicado voto por la afirmativa.


Costas en ambas instancias a la accionada y a la citada en garantía (arts. 289 del C.P.C.C. y 19 de la ley 11.653).


Los señores jueces doctores Soria e Hitters, por los mismos fundamentos de la señora Jueza doctora Kogan, votaron también por la afirmativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente
S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, por mayoría, se hace lugar al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley deducido y se revoca la sentencia impugnada en cuanto abordó –y acogió- prematuramente la excepción de prescripción opuesta por "Microómnibus Sur S.A.C.". Vuelvan los autos al tribunal de origen a fin de que, nuevamente integrado con jueces hábiles, prosiga las actuaciones y oportunamente dicte el pronunciamiento que corresponda. Las costas de ambas instancias, por mayoría, se imponen en el orden causado (art. 19, ley 11.653).


Notifíquese.
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